COMISIÓN PERMANENTE

DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN.

LX LEGISLATURA 

Antonio Xavier López Adame; diputado de la LX Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO, con fundamento en los artículos 71 fracción II, 72, 73 fracción XXIX-E y 78 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55 fracción II, 56, 63, 64, 176 y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presento la siguiente iniciativa con proyecto de decreto, con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El contrato de obra pública pertenece al género de los contratos administrativos, y por ende participa de las características generales de éstos. En principio, tiene por objeto la consecución de un trabajo o la prestación de un servicio consistente en una obra material sobre bienes muebles e inmuebles con la finalidad de satisfacer intereses colectivos y mediante la entrega de un precio al contratante
.

Entre las obras y actividades contempladas dentro de las obras públicas encontramos tanto la construcción, instalación, conservación, mantenimiento, reparación de bienes inmuebles; como la prestación de servicios relacionados con las mismas, incluidos los trabajos que tengan por objeto concebir, diseñar, proyectar y calcular los elementos que integran un proyecto de obra pública.

La importancia que conlleva la realización de obras públicas para el desarrollo de un país, radica tanto en su magnitud como en el valor intrínseco que poseen. Con respecto a éste juegan un papel muy importante en los aspectos social, cultural y económico al precisar los espacios para el desarrollo de diferentes actividades de índole productivo, recreativo o de la prestación de un servicio público como tal.

Las obras públicas se constituyen como sustento de la urbanización y organización social al permitir un desarrollo armónico de las actividades productivas, sociales y culturales, gracias al soporte que las obras de infraestructura brindan.

Cabe señalar que no debe confundirse el concepto de obras públicas con las obras realizadas por el Gobierno; ya que las públicas deben entenderse como las creadas para prestar un servicio público, definido como aquel al que todo miembro de la sociedad tiene acceso irrestricto, aunque éste sea ofrecido por un particular o una empresa privada. 

Por otro lado, cabe enfatizar que el valor real de las obras públicas representa una parte fundamental del patrimonio nacional al depender de la relación entre los recursos invertidos y los beneficios obtenidos; entre los cuales podemos incluir a la recuperación de ambientes que pudieran resultar significativamente afectados. Por ello, estimamos relevante la inclusión en las bases de licitación de las medidas de mitigación de los daños ambientales para la realización de las obras públicas como uno de los requisitos para entrar en el concurso correspondiente.

Con respecto al marco jurídico aplicable contamos con la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, la cual se expidió buscando promover una relación equitativa entre el sector público como contratante, responsable de la aplicación de los recursos y satisfactor de las necesidades de la sociedad, y los profesionistas encargados de evaluar, proyectar o construir las obras públicas. 

Aún y cuando en este ordenamiento no se señala de manera expresa que la finalidad de las mismas es la satisfacción directa de necesidades públicas, el hacer una interpretación en este sentido nos permite llegar a la conclusión de que su realización deberá evitar el dañar significativamente los recursos naturales y los ecosistemas en los cuales se desarrollen las obras públicas o se preste algún servicio relacionado con las mismas.

Cabe mencionar que consideramos que el espíritu de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas no se encuentra reñido con el del cuidado de los recursos naturales, ya que dicha Ley tiene por objeto regular las acciones relativas a la planeación, programación, contratación, gasto y ejecución de las obras públicas; y una utilización sustentable de los recursos naturales; supone la existencia de un proceso de planeación que prevea los impactos ambientales de las obras o actividades a desarrollarse.

Asimismo, tenemos la posibilidad de generación de beneficios económicos para los licitantes, quienes pudieran recuperar una parte de sus inversiones mediante el pago de algún servicio ambiental que pudiera derivarse de las obras de mitigación previstas en las bases de licitación que presentaran.

Estimamos que si tomamos en consideración el posible impacto ambiental derivado del desarrollo de las obras públicas resulta fundamental el establecimiento de las medidas de mitigación que permitan contrarrestar las afectaciones significativas que sobre dichos ambientes se hubieren generado o en su defecto pudieran llegar a generarse. 

Las medidas de mitigación son aquellas que tienen como finalidad prevenir o controlar los impactos previsibles en una obra o actividad de conformidad con lo establecido en la evaluación de impacto ambiental; y aquellas tendentes a evitar consecuencias catastróficas en caso de una eventualidad tal como un desastre natural. Dichas medidas pueden variar dependiendo del recurso natural a protegerse, o que pudiera resultar afectado con la obra pública en cuestión.

Tales medidas junto con los planes de contingencia y respuesta a emergencias permiten al licitante, y al Estado estar en posibilidades de hacer frente a desastres derivados de la puesta en marcha de la obra pública de que se trate.

Consideramos que con la incorporación de las medidas de mitigación en las bases de licitación de la obra pública estaremos creando un marco de mayor certeza jurídica al disminuir el grado de vulnerabilidad que se generará con la realización de estas obras; permitiendo por un lado aumentar nuestra capacidad de respuesta ante emergencias y contingencias; y por el otro, tener obras públicas cuyo impacto en términos de deterioro ambiental sea menor.

Derivado de lo anterior, los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México en la Cámara de Diputados consideramos necesario que en las bases de licitación se exijan medidas de mitigación ambiental para el desarrollo de las obras públicas. 

Como ejemplo de esto, en el contexto internacional, diferentes experiencias han demostrado la eficacia de este tipo de medidas, como las concesiones de obra pública realizadas hasta el año 2000 en Chile en donde se exigían medidas de mitigación ambiental y paisajismo
.

Consideramos que la reforma propuesta en la presente iniciativa servirá como complemento a las disposiciones contenidas en el artículo 20 de la misma Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas en el cual se establece que las dependencias y entidades estarán obligadas a considerar los efectos sobre el medio ambiente que pueda causar la ejecución de obras públicas con sustento en la evaluación de impacto ambiental prevista por la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.  

La precisión que se hace al incorporar en las bases de licitación de la obra pública a las medidas de mitigación de los impactos ambientales significativos que dichas obras pudieran generar atiende a un problema consistente en la falta de aplicación de las medidas de esta naturaleza previstas en las manifestaciones de impacto ambiental, o en la nula existencia de las mismas en dicha manifestación.

Por otro lado, con la Iniciativa propuesta también se busca adecuar la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas a los cambios institucionales y coyunturales que vive nuestro país. Por ello, consideramos necesario adecuar el nombre de las instituciones encargadas del cumplimiento de la Ley a efecto de que no puedan sujetarse a interpretación las facultades que expresamente se le confieren en el presente ordenamiento.

Por ello, nuestro Grupo Parlamentario, preocupado por la falta de aplicación de medidas de mitigación efectiva y suficiente para evitar los posibles impactos ambientales derivados de la realización de obras públicas; y atendiendo a los cambios coyunturales a que se ha visto sometida toda la estructura administrativa de nuestro país, sometemos a la consideración de esta H. Asamblea la siguiente Iniciativa con proyecto de:

Decreto: mediante el cual se reforman los artículos 2, 8, 9, 15, 22, 27, 28, 31 y 74; y se adiciona una nueva fracción XXIII deviniendo la actual a ser la XXIV del artículo 33 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.

Artículo Primero.- Se reforman los artículos 2, 8, 9, 15, 22, 27, 28, 31 y 74; y se adiciona una nueva fracción XXIII pasando la actual a ser la XXIV del artículo 33 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, para quedar como sigue:

Artículo 2.- Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por:

I …

II. Contraloría: La Secretaría de la Función Pública
III. a VI…

Artículo 8.- La Secretaría, la Secretaría de Economía y la Contraloría, en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán facultadas para interpretar esta Ley para efectos administrativos.

La Contraloría dictará las disposiciones administrativas que sean estrictamente necesarias para el adecuado cumplimiento de esta Ley, tomando en cuenta la opinión de la Secretaría, y cuando corresponda, la de la Secretaría de Economía. Tales disposiciones se publicarán en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 9.- Atendiendo a las disposiciones de esta Ley y a las demás que de ella emanen, la Secretaría de Economía dictará las reglas que deban observar las dependencias y entidades, derivadas de programas que tengan por objeto promover la participación de las empresas nacionales, especialmente las micro, pequeñas y medianas.

Para la expedición de las reglas a que se refiere el párrafo anterior, la Secretaría de Economía tomará en cuenta la opinión de la Secretaría y de la Contraloría.

Artículo 15.-

…

Sólo podrá convenirse compromiso arbitral respecto de aquellas controversias que determine la Contraloría mediante reglas de carácter general, previa opinión de la Secretaría y de la Secretaría de Economía, ya sea en la cláusula compromisoria incluida en el contrato o en el convenio independiente.

….

….

….

Artículo 22.- Las dependencias y entidades pondrán a disposición de los interesados y remitirán a la Secretaría de Economía, a más tardar el 31 de marzo de cada año, su programa anual de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, con excepción de aquella información que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sea de naturaleza confidencial.

…

Para efectos informativos, la Secretaría de Economía integrará y difundirá los programas anuales de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, para lo cual podrá requerir a las dependencias y entidades la información que sea necesaria respecto de las modificaciones a dichos programas.

Artículo 27. …
I…

II…

III…

…

La Secretaría de Economía, tomando en cuenta la opinión de la Contraloría, determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 30 de esta Ley el carácter nacional o internacional de los procedimientos de contratación y los criterios para determinar el contenido nacional de los trabajos a contratar, en razón de las reservas, medidas de transición u otros supuestos establecidos en los Tratados.

…

Artículo 28.- Los contratos de obras públicas y los de servicios relacionados con las mismas se adjudicarán, por regla general a través de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública, para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado de las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad, eficiencia energética, el uso responsable del agua, las obras o acciones destinadas a mitigar el impacto ambiental que la obra pública pudiera generar, y demás circunstancias pertinentes, de acuerdo con lo que establece la presente Ley.

...

Artículo 31.- Las convocatorias podrán referirse a una o más obras públicas o servicios relacionados con las mismas, y contendrán:

I a XI. ...

XII. Los demás requisitos generales que deberán cumplir los interesados, según las características, complejidad y magnitud de los trabajos; tomando en consideración las medidas de mitigación de los impactos ambientales de la obra pública que se trate de conformidad con lo previsto tanto en la manifestación de impacto ambiental como en las bases de licitación de la obra.

Artículo 33.- Las bases que emitan las dependencias y entidades para las licitaciones públicas se pondrán a disposición de los interesados, tanto en el domicilio señalado por el convocante como en los medios de difusión electrónica que establezca la Contraloría, a partir del día en que se publique la convocatoria y hasta, inclusive, el sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones, siendo responsabilidad exclusiva de los interesados adquirirlas oportunamente durante este período, y contendrán en lo aplicable como mínimo, lo siguiente:

I a XXII.  ...

XXIII. Las obras destinadas a mitigar los impactos ambientales que pudieran derivarse de la obra pública que se desarrolle de conformidad con lo establecido en la evaluación de impacto ambiental;

XXIV. Los demás requisitos generales que, por las características, complejidad y magnitud de los trabajos, deberán cumplir los interesados, los que no deberán limitar la libre participación de éstos.

…
Artículo 74.-  La forma y términos en que las dependencias y entidades deberán remitir a la Contraloría, a la Secretaría, y a la Secretaría de Economía la información relativa a los actos y contratos materia de esta Ley, serán establecidos por dichas Secretarías, en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

…

…

TRANSITORIOS.
Primero: El presente decreto entrará en vigor a los 180 días siguientes a su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
Segundo: El Ejecutivo Federal destinará tanto a la Secretaría de la Función Pública como a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales con base en el presupuesto aprobado por el Congreso de la Unión los recursos suficientes para que lleven a cabo las disposiciones contenidas en el presente Decreto.
Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los tres días del mes de enero del 2007.

Dip. Antonio Xavier López Adame

------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
� Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM (1998). “NUEVO DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO”. Tomo I, pp. 855-856.


� http://www.nuestroabogado.cl/munitel/paisajismo.htm
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Iniciativa que presenta el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México por la que Se busca establecer entre las reglas de asignación las propuestas que acrediten las mejores condiciones para mitigar y en su caso evitar el impacto ambiental de la obra o actividad a realizar de conformidad con lo establecido en el artículo 134 Constitucional.


[image: image1.png]